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CAMARA DE DIPUTADOS
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DICTAMEN DE MINORÍA
Diputadas y Diputados de Santa Fe:

La Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el Proyecto de Ley – Expediente Nº 23283 PE - Mensaje Nº 3677 - Presupuesto General de Gastos y Cálculo de Recursos para el ejercicio económico 2010; y, luego de los estudios realizados,  y, por las razones expuestas en sus fundamentos y las que podrá dar el miembro informante, aconseja la aprobación del siguiente texto: 
Proyecto de ley de Presupuesto y de Reforma tributaria 2010

1. Introducción
El proyecto remitido a consideración de la legislatura provincial contiene conjuntamente con el calculo de recursos y autorizaciones de gastos para el ejercicio 2010, una reforma fiscal por la cual se modifica la estructura  del impuesto a los ingresos brutos, y los valores de los impuestos inmobiliario urbano y rural,  patente automotor y tasa retributiva de servicios,  y además una autorización de  endeudamiento a fin de compensar los déficit de los ejercicios 2009 y 2010.

Las estimaciones contenidas en el proyecto de presupuesto general para la administración provincial prevé un total de ingresos (corrientes, de capital y financiamiento de $18.342,0 millones, y un total de erogaciones de $ 19.942,0 millones (corrientes, de capital y servicios de la deuda), resultando de ello un déficit de $ 1.600 millones que se dispone financiar en la misma norma a través de incremento de recursos tributarios derivados de la llamada reforma fiscal, y de las operaciones de crédito resultantes de la autorización de endeudamiento solicitada. 

Precisamente, conforme a la estructura y contenidos que se le ha dado al proyecto, se habrán de formular nuestras consideraciones y puntos de vista.

2. Marco de referencia

Manejar la economía y las finanzas de una provincia, no es, en última instancia, muy diferente a manejar la economía doméstica. Debemos pensar siempre a dos puntas, ¿cuánto ingresa? y ¿cuánto gastamos?

El Estado debe contar con los recursos necesarios para su normal funcionamiento y tener además una reserva  -constituída en momentos de bonanza, o lo que en economía designaríamos como alza del ciclo económico-  para atender situaciones de emergencia o déficit de caja,  para atender el normal funcionamiento de las instituciones, de la prestación de los servicios y de la ejecución de las obras. 

Esto conlleva el hecho de ser muy cautelosos en la asignación de partidas, y no distribuir recursos antes de contar con ellos … algo así como “no vender la piel del tigre antes de cazarlo”.

La carga de estas obligaciones, que son del Estado, debe recaer equitativamente sobre toda la sociedad. Esto no significa “recaer igualitariamente”;  en una sociedad tan desigual, la igualdad en el tratamiento tributario no es ley pareja.   Lo que queremos significar es que la sociedad en su conjunto, debe contribuir en forma solidaria y proporcional a su capacidad contributiva, a sufragar los gastos del Estado, ya sea de funcionamiento (remuneraciones, movilidad, seguridad, educación, justicia y salud), como los que devienen de la implementación de políticas sociales (planes de empleo, subsidios, pensiones no contributivas, etc.).  Lo mismo si nos referimos a las obras públicas,  máxime cuando respecto de estas últimas hablamos de la necesidad  de atender múltiples necesidades territoriales, lo que haría a una democratización efectiva del gasto.

Gravar el consumo es el expediente más sencillo: todos necesariamente lo pagamos y podemos recaudar lo que necesitamos. Pero, gravar el consumo,  así como tiene de sencillo tiene de injusto:  es la desigualdad de una misma carga impuesta a diferentes sectores de la sociedad. 

Las sociedades modernas se asientan sobre una doctrina tributaria basada en la solidaridad, donde el criterio general es que,  a mayor capacidad contributiva,  mayor aporte al Fisco.

Hoy,  frente a un déficit en las cuentas del presupuesto público de la Provincia,  el Poder Ejecutivo nos plantea la necesidad de una urgente reforma tributaria que contribuya a sostener los gastos de funcionamiento del Estado de todos los santafesinos.  Creemos sinceramente que antes de cualquier discusión sobre qué contribución aumentamos y cómo hacemos para recaudar dicha contribución, debemos pensar en cómo, donde y cuánto se gasta.   A posteriori ,  podrá definirse el universo de sujetos a los cuales les vamos a cargar el sacrificio que importa un aumento de impuestos.

Hace unos pocos años, en el marco de una fuerte recuperación económica nacional,  a su vez sostenida en el tiempo por el incremento de los precios relativos de los productos primarios  -denominados habitualmente “commodities”,  la economía pública santafesina tuvo una etapa de alza sostenida,  de acumulación de saldos excedentarios,  de administración ajustada a los criterios de austeridad y de racionalidad en la asignación de recursos.

Fueron el marco  referencial -según afirmamos en el párrafo anterior y según hemos dicho en oportunidades anteriores al referirnos a otros presupuestos-  las notables y elevadas transferencias de dinero desde la Nación hacia la Provincia, resultado a su vez de la recuperación de ventajas competitivas  -además de las comparativas-  por la elevación del tipo de cambio, esencialmente.  En el año 2003 la Nación giró a Santa Fe, en concepto de coparticipación, la suma de 1.752 millones de pesos, mientras que en el 2007 esa suma se había elevado a los 4.998 millones de pesos, o sea un 285 % más en la comparación entre ambas puntas.

Esto permitió –de allí nuestra reivindicación hacia una administración austera- acumular importantes diferencias de caja, con un superávit en el año 2004 de $ 1.115,27 millones y en el año 2005 de $ 612,8 millones.  Ambas cifras hicieron una diferencia que se mantuvo a lo largo de los años que sucedieron a la administración que concluyó en 2007.

La política económica del gobierno nacional  -basada en un tipo de cambio competitivo- trajo consigo el resurgimiento económico del campo, que vio triplicar el valor de sus productos y multiplicarse en proporciones aún mayores las cotizaciones de sus fundos.

Hemos planteado en otras oportunidades que la actualización del Impuesto inmobiliario era y es procedente, convencidos de que si uno de los frutos de la política económica es la revalorización de los frutos de la tierra   -y con ellos, de la tierra propiamente dicha-    es justo que  los propietarios de ese beneficio neto aporten a la sociedad una pequeña proporción del mismo.   En aquel momento, la administración optó por un modelo sostenido en la no variabilidad de los tributos,  cuestión acerca de la cual no abrimos juicio ya que no resulta pertinente a estos efectos. 

Basta mirar la evolución de los resultados financieros a través de los años para darnos cuenta que fueron más las contribuciones de la coparticipación nacional que el crecimiento de tributos ligados a la tenencia de bienes inmuebles los que aportaron a las finanzas de la provincia.



Result. financiero     Copartipac. Nac.       Imp. Inmobiliario

2003:   

     342,65

        1.752


199

2004: 

  1.115,27   

2.696


267

2005:   

    612,80    

3.141


243

2006:   

    242,80    

3.852


245

2007:   

    296,40    

4.998


244

2008:   

   - 16,90    

6.260


266

2009: 

 - 452,16   

        6.688


279

3. Acerca de las incorporaciones de normas tributarias dentro de las leyes de presupuesto 

De acuerdo a las normas constitucionales y legales que rigen en  la provincia de Santa Fe en materia de administración financiera y presupuestaria, y en consonancia con los criterios sostenidos por la doctrina, las leyes de  presupuesto de la administración provincial no pueden contener disposiciones de orden tributario.

Desde el punto de vista técnico, las leyes de presupuesto se rigen por principios específicos diferenciales que no corresponden a las leyes de naturaleza impositiva, tales como unidad, especialidad y anualidad.

El no cumplimiento en este caso del principio de especialidad que debe regir la sanción de las leyes, incorporando conjuntamente el presupuesto y normas tributarias en un mismo acto, conlleva además a la violación de los principios de reserva, así como el de preferencia de ley en materia tributaria; asimismo ello motiva la falta de una necesaria discusión puntual, medulosa y medida, que por su impacto requiere la modificación, incorporación o actualización de un tributo. Las modificaciones al régimen tributario, exceden en sus efectos a los contenidos específicos de la ley de presupuesto, y en su vigencia la temporalidad que caracteriza a dicha ley.

Específicamente la Ley Nº 12.510 de Administración Financiera, Eficiencia y Control, en su Art., 17º dispone  que “la ley de presupuesto no puede contener disposiciones de carácter permanente, reformar o derogar leyes vigentes; crear, modificar o suprimir tributos;….”, y en el art. 16º detalla la estructura y contenidos de la norma”. Tales disposiciones resultan idénticas a las establecidas sobre esta materia en la Ley de Administración Financiera Nacional  - Nº 24.156. 

Constituye un hecho grave que una Ley, que no es de fondo, como la de Presupuesto, desconozca o derogue de hecho disposiciones contenidas en normas que si lo son, como la de Administración Financiera.

Por otra parte, la Constitución provincial detalla adecuadamente por separado las atribuciones de la Legislatura de crear contribuciones, dictar códigos y fijar el presupuesto, indicando específicamente en este caso cuales son los contenidos de este último instrumento.

A pesar de lo expuesto precedentemente, nos vemos en el compromiso como legisladores, de realizar el análisis correspondiente del Proyecto de Ley enviado por el Poder Ejecutivo a esta Cámara de Diputados, dejando en claro que lo hacemos en cumplimiento de nuestra responsabilidad asumida con los santafesinos, priorizando la importancia de las Instituciones y el ejercicio correcto de lo que se designa con el término de gobernabilidad. 

4. Posición respecto a la Reforma Tributaria
4.1.  Impuesto sobre los ingresos brutos

Dejamos expresamente en claro que la incidencia del impuesto sobre los ingresos brutos siguió prácticamente igual tendencia que la recuperación económica nacional,  con lo cual queremos significar que el peso del financiamiento de los mayores gastos del gobierno de la provincia  -históricamente-  lo soportaron dos pilares:  los ingresos de otras jurisdicciones (coparticipación federal) y  el impuesto local sobre los ingresos brutos.

Si continuamos por el andarivel de incrementar este último impuesto, por mínima que sea la cuantía (aunque no lo es, por incidencia de la supresión propuesta del artículo 154 del Código Fiscal),  los que siguen sufragando los mayores gastos del estado  -proporcionalmente-  son los ciudadanos que menos recursos tienen;  la generalización de ingresos brutos profundiza la desigualdad de los iguales:  esto es,  en tanto impuesto al consumo  -trasladable a los precios-  la carga contributiva se esparce  “democratizando”  el aporte al financiamiento del estado por vía del consumo, en el cual, es sabido, las diferencias pueden ser importantes, pero no sufren la estratificación originada en la tenencia de bienes, en particular de bienes inmuebles. 

El impuesto sobre los Ingresos Brutos afecta el proceso productivo provincial produciendo una discriminación sobre actividades de múltiples etapas, incentivo a la integración vertical de los procesos productivos, y una alteración del sistema de precios relativos, al afectar de manera no uniforme el precio de todos los bienes.

Por otra parte, la inclusión de sectores oportunamente desgravados dentro de los obligados al pago de Ingresos Brutos no resulta conforme al contenido del “Pacto Federal para el Empleo, la Producción y el Crecimiento” del 12 de agosto de 1993 ratificado por ley provincial 11.123. Dicho pacto forma parte también del conjunto de leyes convenio que no puede incumplirse de no mediar denuncia previa de su contenido.

La decisión de suspender unilateralmente el señalado pacto, pone en riesgo de perder el aporte comprometido por el Gobierno Nacional para el financiamiento del déficit de la Caja de Previsión de la Provincia, la compensación a las provincias que no participaron de la reprogramación de sus deudas, y otras transferencias establecidos en el marco que rige la relación fiscal con la esfera federal.
4.2.  Cambio de alícuotas aceptadas

Sosteniendo lo señalado anteriormente podrían aceptarse únicamente las modificaciones a las imposiciones sobre determinados rubros, que no implican un perjuicio a la actividad industrial y productiva y las reducciones de que se proponen a ciertas alícuotas, a saber: 

· Eliminación de la categoría venta al por mayor genérica y reducción de la alícuota para alimentos y bebidas del 2,8 % al 2,5 %.

· Reducción del 2,8 % al 2,0 % para el comercio al por mayor de agroquímicos, semillas y fertilizantes.

· Incremento de algunos ítems gravados con la alícuota diferencial del 4,1 % al 4,5 %.

· Incremento de la alícuota del 3,5 % al 6,5 % para la telefonía celular móvil.

· Incorporación del  rubro “venta de automotores nuevos producidos en el MERCOSUR” al 2,95 %.

· Incremento del 4,1 % al 6,5 % de la alícuota para explotación de Casinos y Salas de Juego.

· Incremento al 5% de la alícuota para préstamos de dinero y otras operaciones de las Instituciones reguladas por la Ley de Entidades Financieras.

· Incremento al 5,5 % de la alícuota para los préstamos de dinero y otras operaciones de Instituciones no reguladas por la Ley 21526, incluidas las Casas de Préstamos.

· Incremento al 10,5 % de la alícuota para la explotación de Bingos y máquinas de azar.

· Incremento al 15 % para la venta de armas de fuego, repuestos para las mismas, municiones, etc.

· Reducción de la alícuota para transporte de cargas y de pasajeros al 1,5 %.

· Exención a la actividad profesional periodística ejercida en forma personal.
La derogación del artículo 154 del Código Fiscal
La reforma tributaria ligada al presupuesto 2010 propone mediante la inclusión del artículo 48, la derogación del artículo 154 del Código Fiscal que permitía  -cumpliendo determinadas condiciones-   la aplicación de una parte o de todo el tributo municipal o comunal equivalente  (Derecho de Registro e Inspección e higiene) al pago del Impuesto sobre los ingresos brutos.
El artículo 154 del Código Fiscal  fue defendido durante mucho años por los Municipios y Comunas de la Provincia en tanto se ha constituido en un reaseguro del respeto a la homogeneidad de las bases imponibles en la tributación provincial y municipal o comunal y en una fuerte garantía para las posibilidades de recaudación de los Municipios y de las Comunas.

En un primer análisis,   el sostenimiento de la vigencia de esta especie de crédito fiscal en el impuesto sobre los ingresos brutos,  aparece como un beneficio neto hacia los contribuyentes actuales de dicho tributo provincial,  pero  -en forma indirecta, aunque no menor-  aporta a mejorar las recaudaciones de los gobiernos locales, al posibilitar la lucha contra la evasión y permitir cruzar datos de la Administración Provincial de Impuestos con las Oficinas Locales Recaudadoras. 

Es un hecho innegable que el poder de recaudación del gobierno provincial es muchísimo mayor que el de gobiernos locales. Esto se produce, no por falta de voluntad recaudadora de los gobiernos municipales y comunales, sino por limitaciones que devienen por un lado, de las recurrentes crisis  económicas y por el otro, de las crecientes demandas sociales y nuevos roles locales, sin los correspondientes recursos para poder afrontar los mismos. 

Por ello proponemos la eliminación del Artículo 48 del Proyecto de Ley enviado por el Ejecutivo y la ratificación de la plena vigencia del artículo 154 del Código Fiscal.

 4.4. Gravamen a las empresas industriales y agro - ganaderas

Proponemos gravar con el impuesto sobre los ingresos brutos, exclusivamente a las empresas industriales o agro-ganaderas, cualquiera sea la forma jurídica bajo la cual estuviere organizada,  cuya facturación anual, durante el período 2009 -neta de IVA- supere los 60 000 000 de pesos, con una tasa del 0.5 %.

4.5.  Situación de los sujetos obligados frente al Monotributo nacional

No acordamos derogar la exención durante los tres primeros meses de actividad, que hoy beneficia a los sujetos obligados frente al monotributo de carácter nacional.
4.6. Empresas no radicadas en territorio santafesino

Las empresas no radicadas en territorio santafesino que comercialicen productos de origen agropecuario o industrial, o que presten servicios de cualquier carácter dentro del mismo, deberán tributar el impuesto sobre los ingresos brutos a la alícuota general. 

       5. Situación del Impuesto Inmobiliario provincial

5.1. Impuesto inmobiliario urbano

5.1.1. No acordamos la aplicación  de los incrementos propuestos en el capítulo II, artículo 45 para el impuesto inmobiliario urbano a los propietarios de vivienda única con destino a casa habitación, siempre y cuando el avalúo fiscal de terreno y vivienda en conjunto no supere el monto de cien mil pesos.

Estos propietarios,  en tanto y en cuanto mantengan idénticas condiciones durante el período 2010, que las que hubieren tenido en el período 2009, pagarán el mismo monto por el impuesto inmobiliario urbano durante el período 2010. 

5.1.2 No se acepta la modificación del artículo 110 que refiere a la solidaridad retroactiva entre comprador y vendedor de un inmueble, en tanto genera inseguridad jurídica en los contribuyentes.

5.1.3. Por idénticas razones que las esgrimidas en 5.1.2., no acordamos con la modificación al artículo 117 que establece que el órgano de aplicación en la rectificación de avalúos es el Servicio de Catastro e Información Territorial, en forma unilateral y arbitraria.

5.2  Inmobiliario rural

5.2.1. No consideramos  -cuanto menos- adecuado,  que el impuesto inmobiliario, que grava a uno de los sectores más dinámicos y pujantes de la economía santafesina-  permanezca en los mismos valores desde hace casi dos décadas, mientras en ese lapso, los valores de las propiedades sufrieron un incremento medido en varias veces la valuación de casi diecisiete años atrás.   

Aún así,  consideramos imprescindible formular  -ya lo hemos reclamado en oportunidad de la anterior y fallida reforma tributaria-  un ejercicio de estratificación, por zona de la provincia y por cantidad de hectáreas  -y aún por actividad-  para determinar  el monto del impuesto inmobiliario rural.  Diciéndolo en pocas palabras, no es lo mismo un campo de Venado Tuerto que uno de Gato Colorado;  no es lo mismo la tenencia de 100 hectáreas que la de 5 000;  no es lo mismo sembrar soja que maíz, ni tener tambo a venderlo y dedicar el terreno a cultivos más rentables, cuestiones que han estado a la orden del día en estos últimos años.   Con esto último que decimos no emitimos juicio de valor: pretendemos hacer una evaluación lo más objetiva posible de lo que se pretende hacer en materia tributaria;  hemos pedido una y otra vez que frente a este tema, tan difícil, controvertido y problemático, por sus implicancias, se formulen estudios y propuestas a lo largo de un período de tiempo más importante, con el propósito de arribar a resultados más razonables que el simple expediente de “multiplicar por dos o por tres”.

5.2.2. Zonas declaradas de emergencia:  la reforma impositiva que propone el Ejecutivo provincial no considera una situación  - por lo cual nosotros pretendemos hacer un aporte en tal sentido-  y es la que se refiere  a la no tributación en la zonas declaradas en emergencia por el gobierno nacional.

Consideramos en toda la línea incompatible,   dicha declaración de emergencia nacional -con todas las implicancias de no pago de tributos en esa esfera de la administración- con el incremento del impuesto inmobiliario provincial.

Se deben armonizar claramente los conceptos;  por lo tanto, no acordamos el incremento propuesto para el impuesto inmobiliario rural en las zonas declaradas de emergencia dentro de la Provincia de Santa Fe.

  6.  Patente única sobre vehículos
6.1 Se aceptan las modificaciones de los importes relativos a la patente de automotores y otros vehículos en relación a los fijados para el período 2009 siempre y cuando los mismos no sean utilizados por sus titulares para el desarrollo de actividades económicas; por ejemplo, utilitarios para transporte escolar, vehículos para traslado de pasajeros, urbano e interurbano, vehículos de cargas menores;  camiones y camionetas para transporte de cargas;  vehículos para el desarrollo de tareas de remisería o taxímetros y cualquier otro vehículo a partir del cual su o sus titulares desarrollen actividades económicas.

6.2 En el caso de las patentes de transportes de cargas y de pasajeros,  sostenemos que la reducción permanente del impuesto sobre los ingresos brutos al 1,5 % se debe dar pura y exclusivamente en aquellos casos en los cuales  -a la misma vez-  los vehículos de las empresas transportistas, se encontraren radicados   -y por lo tanto pagaren patente-  dentro de la Provincia de Santa Fe. En el caso de vehículos de cualquier naturaleza con una antigüedad superior a los treinta años, se liberará del pago de la patente automotor.

6.3 En el caso de vehículos de cualquier naturaleza con una antigüedad superior a los treinta años, se liberará del pago de la patente automotor.
7.  Régimen  Tributario Simplificado del Impuesto sobre los Ingresos Brutos

Nuevamente vamos a emitir la opinión sobre este tributo;  lo habíamos efectuado en ocasión de la fallida propuesta de reforma tributaria inmediata anterior.

La objeción esencial que formuláramos en aquel momento, aún cuando esta propuesta se ha morigerado es que  se pretende gravar con un impuesto sustitutivo de ingresos brutos a contribuyentes que hoy no están  comprendidos en dicho gravamen por la vía exentita   (el caso de los sectores agropecuario e industrial).

Al ser fijado el universo de tributación  del régimen simplificado  provincial,  o denominado monotributo provincial (ya que resume ingresos brutos y sellos),  estaríamos  gravando a sujetos “alcanzados” por ingresos brutos pero exentos por disposición diferente del Código Fiscal;  o bien “alcanzados”, pero tratados como “contribuyentes a “tasa cero”.

Con lo dicho,  el impuesto parece  -a simple vista-  inocente e inocuo, pero no lo es:  a los pequeños productores industriales y agrícola ganaderos  hoy no lo alcanza ingresos brutos;  mañana, si se aprueba este régimen simplificado, si van a pagar impuestos.

         8. Modulo tributario 

No se acepta la modificación propuesta en el TITULO II, Capitulo VI, MODULO TRIBUTARIO, por resultar excesivo el incremento del valor del modulo, que va de $ 0.03 a $ 0.30. Al mantenerse fijas las cuantías de módulos tributarios para cada concepto, implica que el incremento genuino es del 1000%, excediendo en la mayoría de los casos la tasa retributiva de servicios al gravamen a tributar. 

         9.  Coparticipación a los Municipios y a las Comunas 

Proponemos arbitrar los medios para otorgar dos puntos adicionales a la coparticipación de impuestos provinciales y nacionales coparticipables,  excepción hecha de los impuestos inmobiliario (urbano y rural) y de la patente automotor, regidas por diferentes porcentajes de coparticipación.

De los dos puntos adicionales,  un 70 % deberá destinarse a la totalidad de las Comunas de la Provincia, a prorrata según sus coeficientes de coparticipación actual;  el 30 % restante, para los Municipios de la Provincia, siguiendo idéntico criterio que para las Comunas.

       10. Fondo solidario

Proponemos distribuir por partes iguales los fondos del mismo entre la Administración Provincial (50 %) y los Municipios y Comunas (50 %).

      11. Fondo de Obras Menores

11.1.  Se propone que los recursos del Fondo de Obras Menores sean remitidos a los Municipios y Comunas conforme al índice  de prorrateo pertinente, en doce cuotas iguales y consecutivas, de manera automática con las remesas de los fondos provinciales coparticipados.
11.2.   Se plantea la modificación de la afectación de dichos fondos, considerándose conveniente en razón de la grave situación financiera de la mayoría de los Municipios y Comunas de la provincia, que el prorrateo sea 80 % para gastos corrientes y  20 % para el desarrollo de obras públicas.
       12.  Endeudamiento público

La propuesta formulada en el mensaje del Ejecutivo provincial,  se dice en su artículo 21 que se lo habilita para “… concertar el Uso del Crédito por un importe de pesos un mil seiscientos millones ($ 1.600.000.000), o su equivalente en otras monedas, en correspondencia con la insuficiencia presupuestaria prevista en los artículos 4 y 5 de la presente ley, con el objeto de afrontar la cancelación de los servicios de amortizaciones y las erogaciones de capital previstos en la misma, pudiéndose afectar en garantía los recursos  provenientes del régimen establecido por la Ley Nacional Nº 23.548 y modificatorias o el régimen que la reemplace”. 

Opinamos que es contrario a un manejo eficiente de las finanzas públicas destinar fondos  provenientes del endeudamiento del Estado a cancelar gastos corrientes. Por ello nos oponemos a otorgar la autorización pertinente  -a la actual administración-  ya que la  efectivización de la misma sin dudas comprometerá el presupuesto y el destino de los fondos coparticipables de futuros ejercicios, tanto de los actuales administradores como de los venideros.

Consideramos la posibilidad de autorizar al Ejecutivo a contraer deudas, pero solamente para la realización de Obras Públicas que dinamicen la estructura productiva provincial,  en tanto ,  se nos deje en claro, por un lado, las necesidades de financiamiento y por el otro el destino de los fondos de terceros que se requieren. Obra un antecedente cercano en el tiempo, en el cual hemos facilitado la autorización del uso del crédito para las modificaciones que se están realizando en el trazado de la Ruta 19.

Por dichas razones, rechazamos el pedido de endeudamiento planteado y proponemos que en cada oportunidad que el ejecutivo requiera de fondos de terceros,  se solicite la autorización pertinente a las Cámaras,  siempre y cuando no se destinen a gastos corrientes,  toda vez que interpretamos que una sana y eficaz administración sostiene estos últimos con el concurso de los recursos que recauda diariamente a partir de sus tributos, o que recibe en concepto de coparticipación federal.

Por otra parte, el proyecto no expone la información relativa a las fuentes o mecanismos  reales de financiamiento previstas para acceder al endeudamiento, ni las condiciones financieras del mismo, todos ellos que resultan necesarios para su valoración. 

Dicha información debe ser acompañada al momento de solicitar operaciones de crédito (en la ley de presupuesto o leyes especiales) conforme a las disposiciones de la propia ley de administración financiera provincial.

13. Política de Personal

Al igual que en el presupuesto 2009, la planta de personal que forma parte del proyecto, prevé un incremento de 3.156 nuevos cargos en la Administración provincial y 153 en las Empresas y Organismos Descentralizados. A su vez se prevé el incremento de 22.866 horas cátedras, que equivalen a 762 nuevos cargos, considerando que 30 horas cátedras son iguales a un cargo. Por lo tanto el total de creaciones netas que se plantea es de 4.071 nuevos cargos, no resultando posible dar la conformidad a tal hecho sin que se presenten las debidas justificaciones. 

Se sugiere que el ejecutivo remita cuando necesite nuevos cargos el proyecto respectivo adjuntando los fundamentos que en cada caso justifiquen su creación. 

         14.  Moratoria Provincial de Impuestos

Proponemos incorporar un capítulo que contemple una amplia moratoria de los impuestos provinciales.

No debemos dejar de lado que a partir de esta propuesta, que cuneta con media sanción en la Cámara de Senadores, y a partir de un cálculo prudente, se podrían agregar alrededor de 150 millones al cálculo de recursos formulado. 

La aprobación de la moratoria resulta en este contexto económico, mucho más saludable que un aumento de los impuestos o de endeudamiento. 

            15.  Contención del gasto público

Si comparamos los números del 2008 y del 2009 vemos que mientras la recaudación aumentó un 16,33 %, lo que traducido a pesos significan $ 1.793 millones más de un año a otro, los gastos aumentaron un 25,4 % ( $ 2.656 millones). 

Eso nos lleva a una sola conclusión: con ese formato, el año que viene necesitaremos otra reforma tributaria y posteriormente otra más y así sucesivamente, en un camino sin un final previsible.

Por lo tanto, antes que el incremento de toda una batería de tributos, es menester hacer un sólido y sostenido trabajo sobre la contención del gasto,  particularizando el concepto en los denominados gastos corrientes.

Para dar un detalle de la evolución de indicadores claves del gasto, digamos que, mientras entre 2003 y 2009 los gastos de personal crecieron más de un 466 %, los ingresos de jurisdicción propia (recursos provinciales) aumentaron un 379,36 % y los de coparticipación,  casi un 382 %.

Mientras en 2007 la coparticipación era de 4 064 millones de pesos, hoy  -2009- en cifras anualizadas, ese número alcanza los 6.688 millones … nada menos que 2624 millones más! 

         16. Fondo Unificado de Cunetas Oficiales

Concordante con nuestra propuesta de no autorizar endeudamientos sin fijar claramente el destino de fondos con  tales orígenes, solamente podrán utilizarse recursos del Fondo Unificado de Cuentas Oficiales por encima del límite de indisponibilidad ( 20 %), con informes acerca de la aplicación de los mismos y autorización a ambas Cámaras de la Legislatura provincial. 
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